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Resumen: 

La inviolabilidad del domicilio es un derecho fundamental reconocido 

constitucionalmente en virtud del art 18.2, siendo titulares de este las personas físicas y 

jurídicas, y aun siendo un derecho fuertemente protegido, este no es absoluto ya que 

existen mecanismos legalmente previstos que posibilitan su vulneración, como es la 

entrada y registro que procederá en caso de concurrencia de diferentes presupuestos como 

la confrontación de derechos.  

 

Palabras clave del trabajo: fundamental, inviolabilidad, protección, concepto, 

domicilio, diligencia, entrada y registro. 
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1. Introducción. 

 

 

1.1. Explicación de la elección del tema. 

 

El derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio siempre me ha generado 

gran interés, aún más desde que cursé en segundo curso del grado universitario de derecho 

la asignatura “Derecho Constitucional: Derechos y Libertades”, ya que en ella,  aparte de 

estudiar, el fundamento del derecho, la entrada legitima, etc., también tratamos el tema 

del concepto de domicilio y lo que la jurisprudencia del tribunal constitucional y del 

tribunal supremo entiende que se considera domicilio y que no. Gracias a esto, pude ver 

cómo hay lugares o espacios considerados domicilio que no podría haber imaginado.  

 

A pesar de haber cursado esta asignatura, pienso que no ha sido un derecho 

fundamental en el que se haya incidido durante esta y en general durante la carrera, cosa 

que me sorprendió debido a que lo considero bastante transcendental ya que está ligado 

con el derecho a la intimidad de las personas y, por ende, a la vida privada. Por esto, y 

por mi interés inicial pensé que podía ser el tema de mi trabajo y así indagar y exponer 

los aspectos de este derecho.  

 

Por otra parte, un aspecto más personal sobre la elección del tema es que al acabar 

la carrera de derecho quiero opositar a policía por lo que me gustaría profundizar sobre 

el aspecto práctico en cuanto al límite de este derecho y a la entrada y registro del 

domicilio que realiza la autoridad policíal. 

 

 

1.2. Metodología del desarrollo del trabajo. 

Para empezar, utilicé los manuales de derecho constitucional utilizados durante la 

carrera, para tener presente los temas estudiados y así poder comprobar que temas me 

causaron interés durante el curso para tenerlos en cuenta a la hora escoger el tema a tratar.  
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Después de leer e investigar acerca de unos cuantos temas, me decanté por la 

inviolabilidad del domicilio por las razones anteriormente expuestas, y empecé a leer, 

investigar y guardar información, para reunir el máximo contenido posible, buscando 

sobre todo en artículos de páginas jurídicas, manuales gratuitos, el mismo manual de la 

asignatura de derechos y libertades, sentencias del Tribunal Constitucional y Tribunal 

supremo, etc.  

 

Posteriormente, y después de varios días de lectura y de organización de la 

información obtenida, proseguí a preparar un índice a fin de organizar la estructura del 

trabajo y poder desarrollarlo de una forma ordenada y clara, partiendo de lo más general, 

como puede ser el concepto de domicilio, a aspectos más concretos, como la entrada y 

registro. 

 

 

 

1.3. Cuestión a tratar.  

El presente trabajo se centrará en la protección del derecho a la inviolabilidad del 

domicilio, regulado en artículo 18.2 de la constitución española, concretamente en la 

sección 1ª de los derechos fundamentales y libertades públicas (capítulo II), así como en 

el concepto teórico y jurisprudencial del concepto de domicilio y la legitimidad de la 

diligencia de entrada y registro, con el objetivo de comprender cuando y como se produce 

la vulneración a este derecho y los requisitos que se necesitan para la entrada legitima en 

domicilio, así como sus excepciones. 
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2. Introducción histórica. 

Desde la época romana, el domicilio ya era entendido como algo vinculado al lugar 

de residencia de las personas, es decir, se concebía como el lugar o más concretamente a 

la casa donde había un sentimiento de vinculación y en la cual la persona tenía intención 

de construir su hogar, pero más ampliamente se consideraba también a los lugares donde 

las personas poseían tierras, donde residían familiares, etc. Por lo tanto, el concepto de 

domicilio, se entendía como algo meramente de contenido o naturaleza civil, al cual se 

concedía una protección jurídica gracias al derecho de propiedad.  

 

No fue hasta el constitucionalismo europeo de finales del siglo XVIII, cuando se 

empezó a estudiar y a regular el concepto de domicilio y de propiedad de forma más 

específica y diferente al concepto civil, ya que, más allá de la antigua protección 

patrimonial del domicilio, se empezó a tener en cuenta la protección también de la vida 

privada y la libertad personal como algo totalmente vinculado al concepto de domicilio. 

 

Pasando al estudio de constitucionalismo español, la primera constitución española 

de 19 de marzo de 1812, ya recogía en su art 306 la protección del domicilio, en el cual 

disponía: “no podrá ser allanada la casa de ningún español sino en los casos que determine 

la ley para el buen orden y seguridad del estado”. De este precepto se puede extraer que 

el bien protegido es la casa de los españoles, pero no se habla todavía ni se intuye un 

ánimo de querer proteger con esto la intimidad y la privacidad de las personas.  

 

Posteriormente, la constitución española de 6 de junio de 1869, en su art 5 expresa: 

“Nadie podrá entrar en el domicilio de un español, o extranjero residente en España, sin 

su consentimiento, excepto en los casos urgentes de incendio, inundación u otro peligro 

análogo, o de agresión ilegítima procedente de dentro, o para auxiliar a persona que desde 

allí pida socorro. Fuera de estos casos, la entrada en el domicilio de un español, o 

extranjero residente en España, y el registro de sus papeles o efectos, sólo podrán 

decretarse por el Juez competente y ejecutarse de día. El registro de papeles y efectos 

tendrá siempre lugar a presencia del interesado o de un individuo de su familia, y, en su 

defecto, de dos testigos vecinos del mismo pueblo”. 
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Sin embargo, cuando un delincuente, hallado in fraganti y perseguido por la 

Autoridad o sus agentes, se refugiare en su domicilio, podrán éstos penetrar en él, sólo 

para el acto de la aprehensión. Si se refugiare en domicilio ajeno, procederá requerimiento 

al dueño de éste. 

 

Vemos, como es la primera vez que se introduce el termino domicilio en vez de 

casa y se puede apreciar debido a la exhausta enumeración de supuestos y de requisitos 

para la legitimidad de la entrada, la voluntad de dar protección a la vida privada, a la 

seguridad, y a la libertad personal de los residentes españoles. Además, esta protección 

del domicilio está igualmente regulada en la ley de orden público de 1870, concretamente 

en el art 10, el cual contempla los requisitos que debía seguir la autoridad para realizar la 

entrada y registro sin el consentimiento del titular del domicilio.  

 

Por otra parte, la constitución española de la segunda república de 9 de diciembre 

1931, regula la inviolabilidad del domicilio en el apartado 4 del art 31, que textualmente 

recoge: “El domicilio de todo español o extranjero residente en España es inviolable. 

Nadie podrá entrar en él sino en virtud de mandamiento de juez competente. El registro 

de papeles y efectos se practicará siempre a presencia del interesado o de una persona de 

su familia, y, en su defecto, de dos vecinos del mismo pueblo”. 

 

Este artículo pretende, dar protección a la intimidad de las personas 

independientemente de su nacionalidad mediante la imposición de requisitos para que la 

entrada se considere legitima y así prevenir registros abusivos por parte de los agentes de 

seguridad. 

Su regulación para entonces también se regula en la ley de orden público de 1933, 

que recoge diversos supuestos de hecho en los que las fuerzas de seguridad están 

autorizados a la entrada en domicilio sin el mandato del juez. Estos son: 

- Cuando fueren agredidos o se atentare contra los mismos desde el domicilio 

en cuestión. 

- Cuando persiguiendo, inmediatamente después de cometido el delito, a un 

delincuente sorprendido in fraganti, se refugiase éste en su propio domicilio o en el ajeno. 



 

La inviolabilidad del domicilio                                                                                                 5 

 

- Cuando fuese necesario prestar auxilio a las personas o evitar daños 

inminentes en las cosas. 

Más adelante, entrada la dictadura franquista en España, el art 15 del fuero de los 

españoles de 17 de julio de 1945 disponía: "Nadie podrá entrar en el domicilio de un 

español ni efectuar registros en él sin su consentimiento, a no ser con mandato de la 

autoridad competente y en los casos y en la forma que establezcan las leyes". 

 

Como podemos apreciar, quedan excluidos esta vez los ciudadanos extranjeros y 

vemos como la legitimidad de la entrada domiciliaria queda manos del poder ejecutivo, 

ya que, en relación con su art 35, se desprende la posibilidad de la suspensión de este 

derecho por parte del gobierno.  

 

Por otro lado, la ley de orden público de 1959 expone diferentes excepciones a la 

inviolabilidad del domicilio, que son prácticamente las mismas que las proclamadas en la 

ley de orden público del 33. Pero hay un artículo en la ley de 1959 que es de especial 

interés ya que expresa: “Las Autoridades gubernativas podrán disponer inspecciones y 

registros domiciliarios en cualquier momento que se considere necesario” 

 

Es decir, entramos en una contradicción legal donde se puede ver reflejado como la 

situación política provoca una incertidumbre no solo en cuanto al derecho de 

inviolabilidad sino también en cuanto al actual derecho a la intimidad personal y familiar 

debido a que es el propio gobierno quien puede vulnerarlos, dejando sin potestad y valor 

a la autoridad judicial. 

 

 

 

3. Fundamento y protección. 

El derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio está regulado en el capítulo 

II de la CE, concretamente en la sección primera de derechos fundamentales y libertades 

públicas, en el artículo 18.2, que establece: “El domicilio es inviolable. Ninguna entrada 

o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en 

caso de flagrante delito”.  
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Este derecho, así como los restantes del art18.1, como son el derecho al honor, 

intimidad personal y familiar y a la propia imagen, gozan de una protección privilegiada 

ya que se consideran derechos de ámbito de la esfera privada, por lo que son derechos 

sumamente vinculados a la propia personalidad del individuo y con su protección se busca 

el respeto y la defensa de la vida privada que constituye el ámbito y el entorno más 

privado e íntimo del individuo, frente a posibles intromisiones.  

 

Por lo tanto, vemos como el fundamento principal de la protección constitucional 

de la inviolabilidad del domicilio, más que velar por el espacio físico en sí del domicilio, 

es la protección de la vida privada de las personas, y aunque esta privacidad no sea un 

derecho protegido de forma concreta, está profundamente vinculado con el derecho a la 

intimidad personal y familiar y, por lo tanto, con el derecho que se explica en el presente 

trabajo. De hecho, la inviolabilidad del domicilio como derecho fue recocido mucho antes 

que el derecho a la intimidad. Lo que se asegura esta protección es la potestad que ostenta 

el titular del domicilio para poder excluir a quien él quiera de ese espacio privado 

reservado a su intimidad personal y familiar y prohibir así la entrada de individuos y hasta 

la entrada de la autoridad pública.  

 

A pesar de ser un derecho fuertemente protegido, este no es absoluto y como todos, 

tiene una serie de limitaciones establecidas tanto en la CE como en leyes ordinarias. 

 

La constitución española, en el mismo art 18.2, estipula que la entrada será legitima 

si concurren alguno de estos requisitos: 

- El consentimiento del titular. Ya que si este otorga autorización no se estaría 

vulnerando dicho derecho. 

- La existencia de mandato judicial. Cuando no existe consentimiento por parte 

del titular, los agentes de seguridad necesitarán una resolución judicial para que la entrada 

se considere constitucional.  

- Existencia de flagrante delito. Es decir, el conocimiento por parte de los 

agentes de la policía de que se esté llevando a cabo un delito en ese momento. 
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A parte de la protección constitucional, el convenio europeo de Derechos Humanos, 

hace referencia al derecho al respeto de la vida privada y familiar en su art 8. 

Concretamente en el apartado 1 expone: “Toda persona tiene derecho al respeto de su 

vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia”. Y prosigue el apartado 

segundo: “No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este 

derecho sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una 

medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la 

seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención 

de las infracciones penales, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los 

derechos y las libertades de los demás”. 

Como puede observarse, el convenio concibe igualmente la inviolabilidad del 

domicilio como un derecho totalmente vinculado a la protección de la vida privada y por 

consiguiente al derecho a la intimidad personas y familiar. 

 

La ley orgánica de seguridad ciudadana 4/2015 de 30 de marzo, hace referencia a 

la protección de este derecho en su art 15, que dispone una serie de excepciones en las 

que la entrada se considera legitima, como es en casos de calamidades, catástrofes y, en 

definitiva, situaciones que por su naturaleza urgente o extraordinaria se necesite actuar 

para así prevenir la producción de daños considerables en personas y cosas. Esta ley de 

igual forma contempla que la entrada al domicilio se llevará en el modo establecido en 

las leyes ordinarias, así como en la CE.  

 

Otro mecanismo de protección y manifestación de la importancia de este derecho 

es la contemplación de la inviolabilidad en el art 534 del C.P, el cual establece los mismos 

requisitos que la C.E para que la entrada se considere legitima y fija la condena que se 

impone en caso de vulneración por la autoridad o funcionario público. De igual forma el 

articulo 202 tipifica como conducta delictiva la entrada en domicilio ajeno en contra de 

la voluntad del titular de este con pena de hasta 4 años de prisión. 

 

Cabe destacar que el derecho a la inviolabilidad del domicilio, como ya hemos 

expresado anteriormente, aun siendo un derecho fundamental con una protección 

privilegiada, tiene distintas limitaciones y como tales, la última que quisiera mencionar 

es la establecida en el artículo 55 de la CE correspondiente a la suspensión de derechos y 

libertades, por el cual se permite la posibilidad de suspender una serie de derechos 
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fundamentales, incluido la inviolabilidad del domicilio, en caso de declaración del estado 

de alarma y sitio.  

 

Hasta ahora solo hemos tratado como titular del derecho del art 18.2 a la persona 

física pero lo cierto es que, como más adelante trataremos en otro apartado, dicha 

titularidad se extiende de igual modo a las personas jurídicas, aunque con una protección 

menor. Prueba de ello es la tipificación en el art 203 del C.P de la entrada ilegitima en 

estas. 

 

 

4. Concepto de domicilio.  

 

El domicilio, está protegido por diferentes normas, pero cada una de ellas lo concibe 

de forma distinta, por lo que no tenemos una definición de domicilio legal común y 

concreta en el ordenamiento jurídico español.  

 

Primeramente, la CE en su art 18.2, establece que el domicilio es inviolable y que 

está prohibida la entrada y registro en este a no ser que contemos con el permiso del 

titular, exista resolución judicial que la permita o que estemos ante un flagrante delito. En 

ningún momento nos proporciona un concepto de domicilio y por lo tanto no tenemos 

constancia de cuáles son estos espacios protegidos. 

 

De todas formas, a priori, sin profundizar en un concepto legal y teórico, de este 

precepto lo que parece extraerse de lo proclamado en la CE es que se entiende el domicilio 

como una vivienda en la que habita de forma usual la persona. Por lo que esta definición 

coincide con la establecida en el código civil, que estipula: “Para el ejercicio de los 

derechos y el cumplimiento de las obligaciones civiles, el domicilio de las personas 

naturales es el lugar de su residencia habitual, y, en su caso, el que determine la Ley de 

Enjuiciamiento Civil”.  

 

Por otra parte, la ley de enjuiciamiento criminal en su art 554.2 entiende el domicilio 

como: “El edificio o lugar cerrado, o la parte de él destinada principalmente a la 

habitación de cualquier español o extranjero residente en España y de su familia”. 
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Como vemos, cada norma del ordenamiento, ya sea penal, administrativa, civil, 

tiene su propia definición de domicilio, pero ninguna proporciona un concepto concreto 

y exhaustivo, por lo que existe una insuficiencia y una laguna legal para saber a ciencia 

cierta su contenido. Debido a esto, el TC y el TS se han pronunciado sobre el tema, por 

lo que recurriremos a la jurisprudencia para averiguar lo que puede ser considerado o no 

como domicilio.  

 

En primer lugar, la sentencia 22/1984 de 17 de febrero del TC, concreta que el 

domicilio es un espacio donde el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos 

y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima. Considera por lo tanto que todo 

espacio físico en el que se despliegue una actividad privada, con independencia de que 

sea permanente o habitual, temporal o accidental es considerado domicilio, siendo objeto 

de protección de este derecho tanto el espacio físico en sí mismo considerado, como lo 

que en él hay de emanación de la persona y de su esfera privada.  

 

Por otra parte, el TS en sus sentencias del 24 de octubre de 1992 y del 17 de 

septiembre de 1993 declara que el domicilio es cualquier lugar cerrado en el que 

transcurre la vida privada, familiar o individual. 

Lo mismo declara el TS en la sentencia 285/2012, que además incluye que el 

concepto de domicilio establecido en el art 18.3 de la CE no coincide totalmente con el 

que se emplea en materia del art 40 del CC y en general con el empleado por el derecho 

privado. 

 

En segundo lugar, la sentencia del TC 137/1985 de 17 de octubre declara que, la 

inviolabilidad garantiza el ámbito de privacidad de la persona dentro del espacio limitado 

que esta elige y que debe caracterizarse por quedar exento de las invasiones de terceros o 

de la autoridad pública. Podría parecer entonces que, solo se consideraría domicilio al 

lugar o espacio físico cerrado en el cual la persona titular del derecho habita de forma 

estable y lleva a cabo su vida privada y en el cual posee intimidad y libertad, pero esta 

misma sentencia prosigue argumentando que, aunque nuestra constitución no hace 

alusión a que los derechos fundamentales se extienden también a las personas jurídicas 

como si lo hace el art 19.3 de lay fundamental de Bonn (constitución alemana), se debe 
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entender que el precepto 18.2 tampoco se limita exclusivamente a las personas físicas 

sino que por el contrario, la jurisprudencia manifiesta que es totalmente predicable a las 

personas jurídicas.  

 

Del mismo modo la sentencia del TC 69/1999, de 16 de abril, matiza la extensión 

de la inviolabilidad del domicilio a las personas jurídicas declarada por la sentencia 

137/85, de 25 de octubre expresando que el espacio protegido de las sociedades 

mercantiles es el indispensable donde desarrollan su actividad por ser el centro de 

dirección de la sociedad o de un establecimiento dependiente de esta o el lugar donde se 

custodia los documentos. 

 

Como podemos comprobar en base a lo explicado, podríamos afirmar que dentro 

del concepto de domicilio no estarían incluidos espacios abiertos o cerrados en los que 

no transcurra la vida privada del individuo, aunque este realice en ellas otro tipo de 

actividades como por ejemplo actividades de ocio o laborales. 

 

Una vez tenemos claro que el domicilio constitucionalmente protegido es tanto el 

de las personas físicas como jurídicas, procederemos a exponer qué lugares en concreto 

están protegidos por este derecho según la jurisprudencia: 

 

1. Las viviendas, tanto habituales como segundas viviendas. 

Ya que lo que se protege con este derecho como y hemos explicado es la intimidad 

y privacidad de las personas, y ambos tipos de viviendas, constituyen un espacio cerrado 

donde el individuo desarrolla su privacidad e intimidad, por lo que no es significativo que 

este habite o no de forma habitual en ellas. Dentro del significado de vivienda también 

estarían comprendidas las chabolas. 

 

2. Jardines y lugares adyacentes a la vivienda.  

Estas zonas plantean más discrepancia y problemática, pero obviamente, los 

jardines, garajes, etc, que se encuentren situados en el mismo espacio que la vivienda en 

sentido estricto, es decir, que estén unidos (ejemplo: una casa que tiene un jardín vallado) 



 

La inviolabilidad del domicilio                                                                                                 11 

 

quedarían protegidos y amparados por este derecho, ya que se considera que de igual 

modo el individuo junto con su familia realiza actividades de naturaleza privada en ellas.  

 

3. Habitaciones de hoteles y embarcaciones.  

Estas, aunque sea de forma ocasional y transitoria facilitan al individuo un lugar en 

el cual alojarse y por lo tanto un espacio de intimidad y privacidad que, gracias a la 

inviolabilidad de este, la persona puede llevar a cabo aspectos de su vida privada.  

 

Un claro ejemplo de esto lo da la sentencia del TC 10/2002, de 17 de enero de 2002, 

la cual manifiesta: “El concepto de domicilio que se infiere de la jurisprudencia 

constitucional, vinculado a la protección del derecho a la intimidad personal y familiar, 

deriva que las habitaciones de los hoteles han de considerarse domicilio. Si domicilio es 

cualquier espacio físico cerrado en el que se despliega el ámbito de privacidad de las 

personas, con independencia de que tenga carácter habitual, permanente, temporal, etc., 

las habitaciones de los hoteles han de considerarse domicilio, por cuanto la accidentalidad 

o temporalidad de su uso no excluye que en las mismas se desarrolle vida privada con 

ánimo de exclusión de terceros”. 

 

En cuanto a las embarcaciones, para empezar, debe tenerse en cuenta y diferenciar, 

que zonas están capacitadas o preparadas para que el individuo lleve a cabo su vida 

privada y cuáles no. Con respecto a esto, solo se considera lugar protegido los camarotes. 

Mientas que, los lugares abiertos como la cubierta o el puente de mandos, estarían exentos 

de dicha protección.  

 

Cabe destacar también que, no toda embarcación está protegida, entre estas, los 

barcos de pesca y las embarcaciones pequeñas. Por otro lado, si están protegidas las 

embarcaciones de carga, así como los camarotes de los cruceros.  

 

4. Oficinas, despachos profesionales y locales particulares. 

El individuo desarrolla su actividad laboral en estos espacios y como consecuencia, 

en estos puede custodiarse información y documentos que afectan por una parte a su 

propia privacidad e intimidad, así como a la de otras personas como, por ejemplo sus 

clientes. Además, en los despachos, aunque el titular o profesional realice su actividad 
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laboral, de igual forma puede llevar a cabo actividades de ámbito privado. Por lo que, 

siempre que estos espacios no estén abiertos al público, su entrada debe ser consentida 

por el titular para que se considere legítima.  

 

5. Domicilio persona jurídica. 

Como hemos expresado anteriormente, según la jurisprudencia, se considera el 

domicilio de una persona jurídica los espacios donde se reserva la intromisión de terceros 

por constituir, lugar de dirección y administración de la sociedad, lugar de custodia de 

documentos o espacio empleado para desarrollar actividades internas por parte de los 

representantes de la persona jurídica. 

Es decir, las zonas de estas empresas, sociedad, etc., que estén abiertas al público 

por no constituir ninguno de los espacios descritos, no tendrán protección, por no 

constituir domicilio. 

 

6. Auto caravanas y tiendas de campaña. 

Para que las auto caravanas sean consideradas como domicilio, deben darse una 

serie de condiciones. Primero, que en su parte habitable cuente con lo indispensable para 

constituir morada, como puede ser, aseo, cocina, etc. Y segundo, que alguien la utilice, 

ya sea habitual o temporalmente. Así lo estipula la sentencia del TS 1165/2009 de 24 

noviembre. 

En caso de ausencia de morador, si la auto caravana no está adaptada para realizar 

vida cotidiana, no tendrá condición de domicilio, por lo que se podrá acceder a ella sin 

problema. 

 

Por último, al ya saber que lugares constituyen domicilio protegido, podríamos 

afirmar que no constituyen por lo tanto domicilio, las celdas de las prisiones, los garajes 

(siempre que no tengan relación con la vivienda), los coches, y en general locales abiertos 

al público como pueden ser restaurantes, discotecas, etc. 
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5. La entrada y registro. 

 

5.1. Concepto. 

La entrada y registro en domicilio constitucionalmente protegido constituye una 

diligencia procesal de investigación llevada a cabo en los procedimientos penales, 

especialmente en delitos contra la salud pública, como dispone la sentencia 3906/1997 de 

11 de diciembre de 1998, o en delitos contra el patrimonio y las personas.  

Dicha diligencia está regulada en la LECrim, concretamente del art 545 a 572, y 

tiene como finalidad permitir la legitima intromisión en cualquier lugar cerrado que sea 

considerado domicilio. 

 

Esta diligencia por tanto constituye una intrusión por parte de la autoridad policial 

que según el art 546 de la LECrim tiene la finalidad de examinar el lugar y así conseguir 

pruebas para la investigación de un procedimiento, o para localizar a una persona con el 

fin de llegar a un descubrimiento o comprobación de un delito. 

 

Debido a la gran protección que se le da al derecho a la inviolabilidad del domicilio, 

así como al resto de derechos fundamentales, esta diligencia implica una gran limitación 

a este, pero como hemos explicado, esta protección no es del todo absoluta ya que puede 

ser que este derecho entre en confrontación con otros derechos fundamentales o tenga que 

ser lesionado por la función punitiva para conseguir la persecución de un delito. Es por 

eso que dicha diligencia es una excepción al derecho del art 18.2 de la CE.  

 

Por lo expuesto, las diligencias deben contar con una serie de justificaciones y con 

los requisitos que se establecen constitucionalmente y los establecidos en diferentes leyes 

como el C.P y la Ley de Enjuiciamiento Criminal para que esta sea correcta y pueda 

constituir una prueba válida en juicio. 

 

Es importante comentar que, todo registro constituye una entrada en un domicilio, 

pero una entrada no tiene por qué tener la finalidad de registrar. Por lo que se podría 

afirmar que son dos diligencias diferentes. Por ejemplo, en el caso de querer localizar a 



 

La inviolabilidad del domicilio                                                                                                 14 

 

una persona para proceder a su detención, estaríamos ante una orden de entrada, porque 

el objetivo no es llevar a cabo un registro del domicilio para averiguar o buscar pruebas. 

Aun así, en la práctica suelen ir unidas.  

 

 

5.2. Requisitos. 

La constitución española, en su artículo 18.2 a la vez que proclama el derecho a la 

inviolabilidad del domicilio, seguidamente establece tres supuestos en los que la 

diligencia de entrada y registro procederá como legitima o legal. Y de igual forma, 

además de estos supuestos constitucionales para proceder a la legitima entrada y registro, 

la LECrim también plasma dicho precepto constitucional en sus artículos 546 y 547. 

 

Estos supuestos de excepción a la inviolabilidad del domicilio y que por lo tanto 

son los que deben darse para que la autoridad policía pueda de forma legítima proceder a 

la irrupción en un domicilio reconocido como protegido son: 

 

- El consentimiento del titular. 

Con respecto a este, la jurisprudencia afirma que también servirá el consentimiento 

de un cotitular, debido a que no resuelta relevante el título con el que cuente el individuo 

que habite en el domicilio. Es decir, el consentimiento puede ser otorgado indistintamente 

tanto por el propietario o el arrendatario, al igual que por usufructuario. En caso de que 

convivan varias personas en el domicilio valdrá con el consentimiento de una de esta. 

 

El hecho de que no se tenga en cuenta como significativo o relevante el 

consentimiento del titular del inmueble es porque como ya hemos explicado el derecho a 

la inviolabilidad del domicilio lo que pretende proteger son derechos relativos al ámbito 

privado de la persona como el derecho a la intimidad, que es el que en nuestro caso va a 

ser dañado al entrar en el domicilio, no pretende entonces la protección de la propiedad 

privada como podría parecer. Debido a esto, quien va a ver lesionado sus intereses y 

derechos es cualquier persona que habite en el domicilio y por eso se deberá contar con 

el consentimiento de alguno de ellos para por ejemplo poder acceder a las zonas comunes.  
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La LECrim en su artículo 551 estipula que, el consentimiento se entiende concedido 

cuando el requerido ejecute las actuaciones necesarias que de él dependen para que 

puedan tener efecto. Ahora bien, el TS ha ido marcando unas condiciones que deben 

cumplirse para que este sea lícito.  

 

Primeramente, el consentimiento debe otorgarse de forma voluntaria y con total 

libertad por parte del requerido, por lo que no podrán existir coacciones por parte de la 

autoridad o cualquier tipo de violencia, dolo o error en el consentimiento (art 1265 CC). 

El consentimiento puede otorgarse de forma expresa o tácita, pero este último debe 

reflejarse de forma inequívoca por sus propios actos, como por ejemplo mediante una 

actitud o voluntad de colaborar o simplemente la no resistencia u oposición a la entrada.  

 

Por otro lado, debe otorgarse por una persona que tenga plena capacidad de obrar. 

Es decir, debe tener la aptitud para ejercer los derechos subjetivos y deberes jurídicos de 

lo que es titular, por lo que debe ser mayor de edad y no tener restringida su capacidad 

por los casos previstos en el CC. Si no se cumplen estos requisitos señalados, el 

consentimiento será nulo y por lo tanto también lo será la diligencia de entrada. 

 

En cuanto a la forma de otorgar el consentimiento, destacar que puede ser tanto oral 

como escrita y debe constar en documento para dar validez a este. 

 

Precisar por último que los agentes deben requerir la entrada en el domicilio de 

modo formal y expresa, sin lugar a confusiones, por lo que debe darse una razón o 

justificación concreta del motivo que tienen para entrar en el domicilio ya que la irrupción 

en el lugar tiene como fundamento la realización de una determinada actividad y no puede 

aprovecharse para realizar otro tipo de registros. Esto es fruto del principio de 

proporcionalidad que se desprende del art 552 de la LECrim, que contempla la negativa 

a realizar registros inadecuados o inconvenientes para así no perjudicar de forma 

gravemente lesiva los derechos del requerido, como son el derecho a la intimidad personal 

y familiar o derecho al honor. 

 

 

- Flagrante delito. 
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Es la LECrim la que en su art 795.1 recoge el concepto de delito flagrante y viene 

a indicar que es la situación en la que, quien estuviese realizando la comisión de un delito 

o acabare de cometerlo es sorprendido en ese mismo momento por la policia. Por lo tanto, 

en nuestro caso, que es la entrada en domicilio protegido constitucionalmente, estaríamos 

ante la circunstancia de que la autoridad policial tenga constancia de que en dicho 

domicilio se esté llevando a cabo una conducta tipificada como delito. El TC entiende 

que estamos ante un flagrante delito siempre que haya una constancia o evidencia de la 

comisión de un delito y que por ellos exista a su vez una emergencia y necesidad de 

intervenir.  

 

Con esto, el TC viene a explicar que los agentes, deben tener conciencia gracias a 

la razón o indicios objetivos a parte de sospechas o intuiciones sobre la existencia de la 

comisión de dicho delito.  

 

Una vez definido el concepto de delito flagrante, es importante comentar algunas 

pautas y requisitos que el TC también ha precisado para que esta intervención sea 

correcta.  

 

En primer lugar, el individuo que comete el delito debe estar en ese instante en el 

lugar y con las debidas pruebas que demuestren la correspondiente acción delictiva. 

 

En segundo lugar, como ya hemos precisado, debe ser descubierto por la policía 

mientras esté en curso la comisión del delito o, inmediatamente después de este en la 

persecución.  

 

En tercer lugar, que exista un riesgo o necesidad que justifique la entrada de la 

autoridad policial en el lugar. Esta legitimación, está recogida en el artículo 553 de la 

LECrim y podríamos decir que probablemente el más peculiar de los casos que contempla 

sea el de la legitimación de la entrada en caso de búsqueda y persecución de bandas 

armadas o por delitos de terrorismo, ya que la constitución lo regula en el artículo 55.2 al 

permitir como ya hemos visto en anteriores apartados, la posibilidad de interrumpir los 

derechos fundamentales cuando participen bandas armadas y existan elementos 

terroristas.  
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También estipula este mismo que la autoridad podrá de igual forma acceder al 

domicilio en caso de que se tenga mandamiento de prisión contra un individuo que se 

encuentre en este.  

El último presupuesto que otorga es que, del mismo modo será legal la entrada en 

domicilio en caso de que un delincuente perseguido por la autoridad policial se resguarde 

o se oculte en cualquier morada. 

 

En este punto también podríamos destacar la posibilidad contemplada en el art 15.2 

de la LPSC, el cual permite la entrada en domicilio en caso de catástrofes y ruina 

inminente para evitar así daños graves a las personas y a las cosas. 

 

Una vez se ha practicado la diligencia, la autoridad policial deberá comunicarla 

inmediatamente al juez que corresponda precisando los motivos que existían para la 

actuación, el resultado de esta, etc. (art 553.2 LECrim) 

 

5.3. Solicitud policial.  

La intención de la entrada y registro por parte de los agentes de seguridad como 

hemos visto está muy limitada debido a que, en caso de no existir consentimiento o 

flagrante delito se necesitará una autorización del juez para proceder a esta. 

 

Las fuerzas de seguridad deberán realizar una petición al juez motivando los 

fundamentos y razones que se tienen del posible delito debido a una previa investigación 

y por lo tanto informándole de la necesidad de realizar la actuación. Como ya nos hemos 

referido, el indicio que la autoridad policial aporte al juez sobre la comisión de un hecho 

delictivo, debe estar fundado en unas razones y datos objetivos. Así lo dispone la 

sentencia del TS 112/2014 de 3 de febrero. 

Esta solicitud deberá contener la siguiente información: 

 

1. La identificación o referencia al grupo de unidad solicitante y los que en su 

caso llevarán a cabo la diligencia. 

2. Las razones y fundamentos de motivación de la solicitud. Es decir, el delito 

que se está investigando. 
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3. El objetivo de la diligencia. 

4. Ubicación del domicilio. 

5. Identificación del investigado y por lo tanto titular o habitante del domicilio. 

También deberá concretarse la información que se tenga sobre este, como por ejemplo si 

está localizado o no, personas que convivan con él, etc. 

6. Antecedentes, denuncias previas, actividades sospechosas, etc.  

7. La fecha y momento concreto para llevarla a cabo. 

8. La previsión de si se hará o de si será necesario el uso de la fuerza para la 

entrada. 

 

Para concluir con este apartado, destacar que como podemos comprobar, la 

diligencia de entrada y registro tendría lugar únicamente en caso de no contar con la 

aprobación del titular o en caso de tener que proceder al interior de un domicilio por tener 

constancia de la comisión de un delito (flagrante delito), y será entonces cuando la 

autoridad policial deberá pedir al juez la autorización de entrada y registro para poder 

acceder. 

 

Estos requisitos constitucionales y legales enumerados son de naturaleza imperativa 

ya que la inexistencia de estos provocaría la vulneración del derecho fundamental a la 

inviolabilidad del domicilio y en un aspecto práctico, la entrada y registro devendría 

ilícita.  Además, si no se respetan estos requisitos se podría estar incurriendo en un delito 

tipificado en los artículos 202-204 del C.P. 

 

 

5.4. Motivación del auto de autorización. 

En cuanto al otorgamiento de la autorización judicial de la diligencia de entrada y 

registro, a parte de la contemplación constitucional del art 18.2, la LECrim en su art 550 

hace referencia a la competencia del Juez de instrucción a ordenarla cuando el requerido 

no preste su consentimiento. Esta autorización debe ser en forma de auto fundado, tal y 

como contiene en art 558 de la LECrim y deberá incluir una serie de requisitos. 
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Como hemos expuesto anteriormente, la solicitud policial de la diligencia de 

entrada y registro, debe estar fundada en una necesidad real y objetiva obtenida mediante 

una investigación previa, ya que esta constituye una investigación sumarial, por lo que 

debe existir una sospecha o constancia de la comisión de un delito en dicho domicilio y 

que con el fin de poder perseguirlo y conseguir las pruebas necesarias para el posterior 

juicio sea necesario la intrusión en el lugar. 

 

Además, al ser una medida que lesiona gravemente el derecho fundamental a la 

inviolabilidad del domicilio y por consiguiente el derecho a la intimidad personal y 

familiar, el juez, que podrá ser tanto el de instrucción, como un juez de guardia en caso 

de que en un registro anterior se haya averiguado una infracción distinta de la que se 

pretendía perseguir, deberá estudiar si dicha diligencia es o no necesaria según la 

gravedad de los hechos, ya que de no ser así, se podrían tomar medidas menos lesivas 

para los derechos e intereses del investigado. Esto es lo que sería el principio de 

idoneidad.  

 

El auto que otorga la concesión de la diligencia entonces, debe estar fundado por, 

un peligro real que vaya a dañar bienes o derechos de las personas y que estos sean más 

fundamentales o esenciales que el derecho a la inviolabilidad del domicilio hasta el punto 

de estar justificada la violación de este derecho, por lo que se deberá llevar a cabo una 

valoración de proporcionalidad o también llamada de necesidad. Por lo que el auto deberá 

contener de manera detallada e individualizada las razones por las que se aprecia la idónea 

limitación del derecho fundamental a favor del otro derecho o bienes que se pretende 

proteger o preservar con la concesión de la diligencia. Es decir, debe existir ponderación 

entre la lesión que ocasiona la limitación del derecho fundamental y el beneficio que se 

obtendría como consecuencia. 

 

En este punto, resulta oportuno destacar un fragmento de la STS 17/2014, de 28 de 

enero, la cual expone: “en lo que se refiere a la valoración de estos datos como indicios 

suficientes debe exigirse que consten los que el órgano judicial ha tenido en cuanto como 

apoyo para considerar razonable y fundada la sospecha acerca de la comisión de un delito 

y de la participación en él del sospechoso, pero no es necesario que se alcance el nivel de 

los indicios racionales de criminalidad, propios de la adopción del procesamiento”. Y 

prosigue: “Pero sin duda han de ser superadas las meras hipótesis subjetivas o la simple 
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plasmación de la suposición de la existencia de un delito o de la intervención en él de una 

determinada persona”. 

El juez, también deberá tener en cuenta la certeza o posibilidad de que la persona o 

las personas que cometen el delito se encuentren en él, o en su caso, que se hallen los 

instrumentos u objetos que sirvan de prueba. 

 

Todo lo anterior podríamos clasificarlo como requisitos de fondo que el juez debe 

valorar y justificar y que debe contener de forma obligatoria el auto que autorice la 

diligencia, pero también existen otros aspectos que el auto puede o debe apreciar, ya que 

el art 558 así lo contempla.  

 

En primer lugar, debe mencionar la ubicación del domicilio. Es decir, debe quedar 

determinada, la localidad, la calle, el edificio o en su caso, cualquier otra observancia 

dependiendo del tipo de domicilio que constituya.  

 

En segundo lugar, al indicar ya en la solicitud la persona titular o afectada por la 

entrada y registro, el juez puede disponerlo de nuevo o no, ya que la inexistencia de este 

no tiene por qué causar una infracción o invalidez con respecto al auto y por lo tanto 

tampoco en cuanto a la diligencia. 

 

En tercer lugar, la fecha en la que debe realizarse la diligencia. Aunque, no se estaría 

incurriendo en una infracción procesal en caso de que se llevara a cabo por ejemplo un 

día distinto al estipulado, ya que esto puede ocurrir. Esto es debido a que una vez se tiene 

autorización judicial, los agentes podrán realizar la entrada ya que está permitida y 

motivada por el juez, independientemente de la fecha, tal y como interpreta la STS 

408/2006, de 12 de abril.  

 

En cuarto lugar, tal y como establece el art 558, que dispone textualmente: “el Juez 

expresará si tendrá lugar tan sólo de día”. Debido a esto podemos entender que lo normal 

sería que la diligencia se realizara durante el día y que, si no se especifica nada, sólo se 

permite realizarlo de día. Aun así, también está permitido llevarla a cabo en horario 

nocturno, pero siempre atendiendo a una razón de necesidad o urgencia, ya sea porque el 

Juez lo prevé en el mismo auto, porque el titular del domicilio preste su consentimiento 

o porque los agentes de policía hagan una petición al Juez posteriormente. 
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Por último, se deberá especificar el funcionario o la autoridad que debe asumir dicha 

diligencia. Es decir, podrá encargarse él mismo, o encargarla a otra autoridad.  

 

 

 

6. Práctica de la diligencia. 

 

Una vez aprobada por el juez la solicitud de la diligencia, se deberán cumplir 

determinadas reglas para que esta sea lícita y no contenga ningún tipo de vicio o 

infracción que la devenga nula. Las reglas que tienen que seguirse son: 

 

- La notificación del auto a la persona interesada. 

La medida de la notificación al interesado la contempla el art 566 de la LECrim, el 

cual dispone la necesidad de realizar en caso de entrada y registro en domicilio de un 

particular, una notificación personal en el domicilio a la persona titular. Si esta no fuera 

posible, se le notificará al encargado y si esta también resulta fallida, subsidiariamente se 

le podrá notificar a una persona mayor de edad que viviera en el domicilio, teniendo como 

preferencia a los familiares del interesado. 

Por último, si no se hallare a nadie, deberá constar en diligencia y esta deberá ser 

suscrita por dos vecinos.  

 

Destacar que tal y como expone el art 550 de la LECrim, el auto deberá notificarse 

a la persona interesada de forma inmediata, y siempre respetando el límite temporal de 

las veinticuatro horas desde que se dictó.  

 

Por otra parte, en caso de que la entrada deba realizarse dentro de un edificio 

público, esta notificación deberá trasladarse a la autoridad encargada de este. Se entienden 

como lugares públicos, los comprendidos en el art 547.1 y 3 de la LECrim como son, los 

de servicio militar o civil dependientes del estado, provincia o municipio y otros espacios 

cerrados que no computan como domicilio de un particular según lo expuesto por el art 

554 de esta ley. 
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En el caso de que el domicilio sea un buque, la persona a la que se deberá notificar 

el auto será al comandante de este. (art 564 LECrim). 

 

- Medidas de vigilancia. 

Posteriormente a que se haya dictado el auto que autoriza la entrada y registro, el 

juez deberá llevar a cabo la adopción de diferentes medidas tanto de forma previa al 

comienzo de esta como a lo largo de la actuación. Estas medidas van encaminadas a la 

vigilancia y a la seguridad de la diligencia, intentando así evitar que la entrada resulte 

fallida como consecuencia por ejemplo de la destrucción de pruebas, fuga del investigado, 

etc. 

 

- Entrada en el domicilio. 

Una vez el auto es notificado y se han adoptado las medidas de vigilancia oportunas, 

se podrá proceder a la entrada en el domicilio, incluso haciendo uso de la fuerza. 

Para comenzar, debemos saber que existen diferentes requisitos y circunstancias 

que deben darse en general para que la diligencia de entrada y registro sea considerada 

lícita. Esas reglas que deben o pueden darse son:  

 

En primer lugar, la diligencia debe practicarse con la presencia del interesado o en 

el caso de no hallarse o no querer estar presente, se realizará en presencia de los individuos 

descritos anteriormente. El TS, establece que en caso de ser varias personas titulares del 

domicilio y por lo tanto varias personas interesadas, no resulta esencial la presencia de 

todas ellas, sino que será necesario únicamente asistencia de una de ellas. 

 

La doctrina, ha especificado que la presencia del interesado cuando este no se 

encuentre localizado, no es fundamental para que la diligencia pueda llevarse a cabo, pero 

que si será obligatoria la asistencia de este cuando esté localizado o en su caso detenido. 

De no ser así, se entiende que la diligencia seguramente devendrá nula, salvo causa de 

fuerza mayor o algunas excepciones justificadas como la inviabilidad del traslado del reo. 

Cabe destacar que si alguno de los interesados se resistiera a la entrada y registro estarían 

incurriendo en un delito de desobediencia grave a la autoridad pública tipificado en el art 

556.2 del CP. 
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En segundo lugar, es obligatoria la asistencia del Letrado de la administración de 

justicia. Esta regla está dispuesta en el art 569 de la LECrim, y además posibilita que este 

sea sustituido en caso de necesidad según lo establecido en la LOPJ. 

El letrado de la administración de justicia, tiene la función de realizar la 

documentación de la diligencia, recogiendo las posibles incidencias que surjan. Es decir, 

deberá levantar acta del resultado de la diligencia. De manera más exhaustiva además de 

contener las incidencias y el resultado de la misma, deberá constar, los sujetos que han 

estado presentes, los sujetos que se han encargado de dicha actuación, el tiempo de 

duración. Además, conviene destacar que, si con la diligencia de entrada y registro no se 

hubiera hallado a la persona interesada o por otro lado no se hubieran encontrado en el 

lugar los instrumentos, u objetos sospechosos que sirvieran de prueba del delito, el letrado 

deberá remitir una certificación de esta acta a la persona interesada.  

 

Por último, comentar que el acta que se despache tiene que estar firmada por todos 

los sujetos nombrados anteriormente que hayan estado presentes en la diligencia. 

Esta presencia y actuación del Letrado, es de vital importancia, ya que mediante 

esta figura se pretende respetar y cumplir con las formalidades legales y velar por las 

garantías del proceso, en cuanto que otorga autenticidad a la diligencia a través de su acta. 

Por lo que, al considerarse como el funcionario que confiere la fe pública del proceso, la 

doctrina entiende que la no comparecencia del Letrado haría que la diligencia fuera 

irregular y que, por consiguiente, no se podrá validar como una prueba pre constituida en 

juicio. Esta es una postura que podemos ver defendida en la STS 17/2014 de 28 de enero, 

que dispone: “La doctrina jurisprudencia, estima que la ausencia del secretario judicial, 

cuando su presencia viene exigida por la normativa procesal, determina la nulidad del 

acto como actuación procesal, privándole de su carácter de prueba anticipada o pre 

constituida y al del acta en que se recoge su resultado”. En todo caso, conviene aclarar 

que la incomparecencia de este, no supondrá la vulneración del derecho de la 

inviolabilidad del domicilio. 

 

En tercer lugar, debemos tener en cuenta la presencia del juez, autoridad o 

funcionario a la cual se le haya delegado la práctica de la diligencia. El art 563 del CP, 

posibilita como ya hemos visto en apartados anteriores, la posibilidad de que el juez que 
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otorga la autorización de la diligencia, pueda delegar la práctica de esta, según si el 

domicilio es un lugar cerrado que se halla en el mismo municipio de este o en otro distinto.  

Pues bien, la asistencia del correspondiente juez o autoridad que deba realizar la 

diligencia no es esencial para la validez de esta, ya que, al ser obligatoria la presencia del 

Letrado de la administración de Justicia, como ya hemos explicado, no será necesaria la 

presencia de dicho juez o autoridad. 

 

Por otra parte, en cuanto a la asistencia de Letrado, se debe especificar que, solo 

será obligatoria su presencia en caso de que el titular o interesado esté detenido ya que, 

de no ser así, se entiende que el consentimiento que ha otorgado el reo para la realización 

de la entrada y registro no es válido y, por lo tanto, la diligencia será nula. En los demás 

casos, es decir, cuando el reo esté localizado o no, pero no esté detenido, su asistencia no 

es necesaria. Por lo tanto, mediante la jurisprudencia se ha destacado que su asistencia en 

la diligencia no conforma ninguna imposición o requisito constitucional. 

En ningún caso se considera que esto vulnere el derecho fundamental del art 17.2 

de la CE, el cual garantiza la asistencia de abogado a cualquier detenido, art que 

posteriormente fue proclamado en la LECrim en su art 520, c).  

 

En cuanto a la posible asistencia de testigos en la diligencia, debemos comentar que 

según el art 569 de la LECrim ya comentado, expone que es necesario que intervengan 

dos vecinos del interesado en el caso de que este no esté o no pueda estar presente en el 

momento de la diligencia siempre y cuando tampoco lo esté su representante o algún 

familiar.  

                    

 

 

                                    

7. Hallazgos casuales. 

 

Como hemos explicado en otros apartados, la solicitud que la autoridad policial 

realiza al juez, debe estar fundada es unos indicios objetivos que motiven la creencia 

certera de la comisión de un delito en el domicilio. Por ello, el objetivo de la diligencia 

es precisamente la persecución del delito que se presume existente. Debido a esto, el Juez 

que mediante auto autoriza la diligencia de entrada y registro, debe tomar las medidas 
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oportunas para que se pueda llegar a conseguir el objetivo de esta que, resumiendo, es la 

obtención de las pruebas de este delito. Pero, esta diligencia está muy limitada por el auto 

que autoriza la entrada y registro, ya que este contiene específicamente el delito que se 

está investigando y como ya hemos expresado, los aspectos que se pueden registrar. 

Podemos por lo tanto afirmar que el auto de autorización debe tener un fin concreto, un 

delito determinado y unos determinados investigados, por lo que parece que fuera de esas 

determinaciones podría parecer que existiría una extralimitación de la autoridad. 

 

Pues bien, los hallazgos casuales podríamos definirlos como, pruebas que hacen 

constar la existencia de un delito distinto al que se está investigando mediante la entrada 

y registro. También este hallazgo podría ser la prueba de que en el delito que se está 

investigando, existen terceras personas involucradas distintas de las contenidas tanto en 

la solicitud policial de la diligencia como en el propio auto. 

 

La calificación de “casual” por lo tanto, es debido a que, mediante la investigación 

de un delito, se encuentran indicios o pruebas no buscadas que demuestran la posible 

existencia de otro tipo penal distinto, o que este ha sido cometido por más personas que 

las investigadas. 

 

Este tema ha sido un punto de bastante controversia dentro de la doctrina 

jurisprudencia, y ha sido estudiado con diferentes puntos de vista, ya que hay diferentes 

sectores que opinan de forma diferente, sobre todo en cuanto a si estos hallazgos o pruebas 

deben ser incluidas dentro del proceso de investigación que se está realizando o por el 

contrario deben ser objeto de un nuevo proceso distinto. Es decir, que estaríamos ante dos 

teorías completamente distintas, donde la principal cuestión es si estos hallazgos pueden 

ser calificados como prueba o no en la investigación que se está llevando a cabo. 

 

La doctrina, ha diferenciado entre si estos nuevos indicios o pruebas están 

relacionadas por algún tipo de conexión con la existente investigación, o si por el 

contrario estos son totalmente distintos y por lo tanto serían nulos. Por lo que, una vez 

descubiertos estos hallazgos el Juez deberá estudiar si estos tienen conexión o no para dar 

solución a la cuestión de su validez.  
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En primer lugar, en cuanto a la relación de los delitos, estaríamos hablando de una 

teoría o criterio de conexidad de los delitos. Este sector doctrinal apoya la postura de la 

validez o licitud de los hallazgos siempre y cuando este nuevo delito tenga conexión con 

el investigado, ya que el auto que autoriza la diligencia de entrada y registro se despliega 

o abarca a los diferentes delitos conexos por entender que no producen una nueva 

investigación, sino que existe una agregación de estos hallazgos a lo permitido por dicho 

auto. Por lo que en este sentido el TS entiende que estos hallazgos se asemejan a una 

flagrancia delictiva. 

 

Debido a esto, si en la diligencia se hallan indicios de un delito diferente pero que 

es conexo, la autoridad policial deberá comunicarlo al Juez, y este deberá estudiar la 

posibilidad de que estos hallazgos se entiendan dentro de la extensión de la autorización 

otorgada por el auto, y de ser así, se renovará esta autorización. 

 

En segundo lugar, si los indicios encontrados que la autoridad policial comunica al 

Juez no tienen ningún tipo de conexión con el delito que justifica la entrada y registro, 

estos son contemplados como “notitia criminis”. Es decir, se trataría de una puesta en 

conocimiento al Juez de un hecho indicativo de la posible existencia de un delito para que 

este proceda a su investigación. Mediante este, el Juez dará constancia de lo descubierto 

al juzgado correspondiente según la competencia, para la iniciación de un proceso distinto 

al que dio lugar la autorización de la diligencia.  

 

En conclusión, el descubrir pruebas o indicios de un delito en el transcurso de la 

entrada y registro del domicilio no tiene ninguna relación con que esta sea ilícita o 

inconstitucional ya que, según la naturaleza de estos, podrán ser investigados dentro del 

mismo proceso, y de no ser así la única consecuencia podría ser la apertura de un nuevo 

caso.  

 

 

8. Licitud de la diligencia de entrada y registro. 

En los apartados anteriores, hemos explicado los requisitos que deben reunir tanto 

la solicitud de la diligencia, como el auto del juez que la autoriza, además de nombrar las 

condiciones o presupuestos de hecho que deben concurrir para poder llevar a cabo esta. 
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Por ello, si se cumplen todos estos aspectos y se respetan las diversas normas procesales 

vigentes que regulan el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio reconocido 

en el art 18.2 de la CE, estaríamos ante una diligencia lícita y constitucional, por lo que 

esta contaría con eficacia jurídica.  

 

De no ser así, el TS entiende que nos encontraríamos ante un caso de irregularidad 

o ilicitud de la diligencia, dependiendo de si la entrada y registro fue autorizada por un 

mandato judicial (auto), o si por lo contrario la entrada y registro realizada carece de 

autorización judicial. Además, se debe tener en cuenta si el concreto incumplimiento de 

los requisitos constituye una infracción en el procedimiento, que daría lugar a una 

diligencia irregular, o si por otro lado constituye la nulidad de la diligencia.  

 

Por este motivo, la diligencia de entrada y registro será ilícita y por consiguiente 

vulneraría el derecho a la inviolabilidad del domicilio del art 18.2 de la CE, obviamente 

cuando no exista: delito flagrante, autorización judicial (o que esta no esté debidamente 

motivada o no respete los principios de proporcionalidad, especialidad, etc), o 

consentimiento del titular. De ocurrir esto, las pruebas conseguidas en la diligencia, no 

tendrán ningún tipo de validez ya que las pruebas que se obtienen durante un 

procedimiento que vulnera los derechos o libertades fundamentales, son calificadas como 

prohibidas o ilícitas. (art 11.1 de la LOPJ). Estas por lo tanto provocan la inadmisibilidad 

del medio de prueba, pero no solo afecta a las pruebas obtenidas, sino que el 

procedimiento en si sería nulo.   

 

Por otra parte, estaríamos ante una diligencia irregular en los casos en los que aun 

concurriendo consentimiento, flagrancia delictiva o auto del juez que ordene la entrada y 

registro, durante el transcurso de esta se cause algún tipo de incumplimiento o infracción 

procesal de las reglas a seguir en dicha diligencia explicadas anteriormente. También 

conviene destacar la nulidad de esta en caso de que existiera coacción, intimidación o 

cualquier tipo de violencia. (art 238 de la LOPJ).  

En este sentido, no se vulnera el derecho fundamental de ninguna manera, pero esta 

irregularidad tiene algunas consecuencias, como por ejemplo la ineficacia probatoria. 

Aun así, esta prueba podrá ser reconocida mediante otros mecanismos.  
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9. Conclusión. 

A modo de resumen, podríamos afirmar que el derecho fundamental a la 

inviolabilidad del domicilio del art 18.2 de la CE, al igual que los demás derechos 

fundamentales, cuentan con una gran protección constitucional, ya que mediante esta se 

pretende asegurar la esfera de la vida privada y por lo tanto proteger también la intimidad 

de estas. Aun así, esta protección tiene un límite, por lo que no son derechos absolutos, 

ya que como se ha expuesto en el presente trabajo, la inviolabilidad del domicilio podrá 

vulnerarse cuando de forma justificada debido a una confrontación de intereses públicos, 

exista una autorización judicial que permita la entrada y registro en dicho domicilio, por 

razones de una investigación criminal, cuando exista delito flagrante, o se obtenga el 

consentimiento del titular del domicilio.  Destacar que siempre debe utilizarse como 

última medida para la persecución de estos delitos debido a que constituye una grave 

lesión al derecho fundamental de la persona tanto física como jurídica. 

 

Por eso, la LECrim establece las reglas que deben seguirse para que la entrada y 

registro sea lícita y no existan vicios que imposibiliten su validez, o directamente para 

que no se lesione el derecho fundamental puesto que no toda infracción en la diligencia 

de entrada y registro tiene como consecuencia la vulneración de este derecho, sino 

simplemente una procesal. Debido a esto, si no se obedecen tanto las exigencias 

constitucionales, como las procesales, lo descubierto durante la diligencia no podría 

convertirse en prueba pre constituida.  

 

En cuanto al concepto de domicilio, ha sido la doctrina jurisprudencial la que ha 

indicado que se considera domicilio y la que a lo largo de los años ha ido ampliando las 

acepciones de este ya que, en los inicios el concepto de domicilio solo se extendía 

atendiendo a la CE, a la morada como tal, es decir, al espacio cerrado en el que el 

individuo lleva a cabo su vida privada. A pesar de esto, debido a la falta de una regulación 

legal del concepto de domicilio, sigue siendo una cuestión muy discutida e incierta entre 

los tribunales a la hora de sentenciar casos concretos, por lo que esto puede crear una gran 

inseguridad jurídica. 
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10.  Legislación.  

 

Constitución española de 29/12/1978. 

Constitución española de 19/03/1812. 

Constitución española de 6/06/1869. 

Constitución de la república española de 9/12/1931. 

Fuero de los españoles de 18/07/1945. 

Ley de orden público de 23/04/1870. 

Ley de orden público de 28/07/1933. 

Ley de orden público de 31/07/1959. 

Ley orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 

Código Civil, de 25/07/1889. 

Ley de enjuiciamiento criminal de 1882.  

Ley orgánica de seguridad ciudadana de 30 de marzo de 2015. 

Ley orgánica del poder judicial. 

Convenio europeo de derechos humanos. 
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